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Aldebol Mora, Juez Ponente 
 

S E N T EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2024. 

Comparece la parte apelante, Reinaldo Vásquez Ortega, 

Mercedes Maysonet Colón, Puerto Rico Homes, Inc. y Francisco Báez 

Flores, y nos solicita que revoquemos la Sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina, el 11 de 

marzo de 2024, notificada al día siguiente. Mediante dicho 

dictamen, el foro primario declaró No Ha Lugar la solicitud de 

sentencia sumaria promovida por la parte apelante y Ha Lugar el 

petitorio sumario presentado por la parte apelada, Municipio 

Autónomo de Carolina. En su consecuencia, decretó la nulidad de 

la sentencia dictada en el Caso Núm. CA2019CV04002. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado. 

I 

 El 28 de febrero de 2022, el Municipio Autónomo de Carolina 

(Municipio o apelado) incoó una Demanda, posteriormente 
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enmendada,1 sobre nulidad de sentencia en contra de Reinaldo 

Vásquez Ortega, Mercedes Maysonet Colón, Puerto Rico Homes, Inc. 

y Francisco Báez Flores (apelantes).2 Indicó que, el 15 de octubre de 

2019, los apelantes instaron una demanda enmendada en su contra 

en el Caso Núm. CA2019CV04002, sobre expediente de dominio 

contradictorio. Según adujo, dicha acción no le fue notificada en 

calidad de municipio y como propietario de las fincas colindantes, 

conforme requerido por el Artículo 185 de la Ley del Registro de la 

Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Ley 

Núm. 210-2015, según enmendada, 30 LPRA sec. 6291 (Ley Núm. 

210-2015). Alegó que, sin embargo, el Tribunal de Primera Instancia 

dictó Sentencia en dicho caso, mediante la cual justificó el dominio 

de los apelantes sobre el predio de terreno en cuestión y ordenó al 

Registrador de la Propiedad de Carolina, Sección I, a inscribir la 

finca a favor de la parte apelante. Arguyó que la propiedad inmueble 

objeto de la Sentencia en el Caso Núm. CA2019CV04002 no era 

susceptible de adquisición alguna, toda vez que fue destinada para 

uso público. Señaló que, ante la negativa del foro primario de dictar 

un remedio de nulidad bajo la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 49.2, dentro del mismo pleito, procedió a radicar el 

caso de epígrafe de manera independiente, según instruido por el 

propio foro. 

 El Municipio planteó que la demanda incoada en el Caso Núm. 

CA2019CV04002, de su faz, era ultra vires y contraria a la realidad 

fáctica y jurídica del predio de terreno en controversia. Reiteró que 

era un hecho incontestable de que nunca fue notificado de las 

incidencias en dicho caso, por lo que procedía, como cuestión de 

derecho, que se declarara la nulidad de la determinación allí 

emitida. 

 
1 Apéndice 2 del recurso, págs. 7-12. 
2 Apéndice 1 del recurso, págs. 1-6. 
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 Por su parte, los apelantes presentaron su alegación 

responsiva.3 En esencia, negaron las alegaciones en su contra y 

argumentaron que, la acción sobre expediente de dominio 

contradictorio incoada en el Caso Núm. CA2019CV04002, no 

requería la notificación al Municipio porque este no era colindante 

del inmueble en controversia. Sostuvieron que la propiedad objeto 

del citado caso nunca se había dedicado a uso público ni había sido 

objeto de expropiación alguna por parte del Estado, por lo que el 

Municipio no tenía legitimación activa para reclamar a nombre de 

este último. Plantearon que la Sentencia dictada en el Caso Núm. 

CA2019CV04002 advino final y firme, sin ser apelada, razón por la 

cual el foro a quo carecía de jurisdicción para atender el asunto de 

nulidad. 

 Luego de varios trámites procesales, el 13 de diciembre de 

2023, el Municipio instó una Moción de Sentencia Sumaria.4 En 

síntesis, alegó que nunca fue notificado de las incidencias en el Caso 

Núm. CA2019CV04002, lo cual correspondía tanto en calidad de 

municipio propiamente como en calidad de propietario de fincas 

colindantes, de conformidad con las disposiciones de la Ley Núm. 

210-2015, supra. Arguyó que, según el plano de mensura radicado 

por los apelantes en el Caso Núm. CA2019CV04002, la propiedad 

en cuestión colindaba al norte en una porción con la Avenida 

 
3 Apéndice 3 del recurso, págs. 13-16. 
4 Apéndice 7 del recurso, págs. 27-44. Junto a su moción, el Municipio incluyó 

los siguientes documentos: (1) copia de la Petición, instada por la parte apelante 

en el Caso Núm. CA2019CV04002, con fecha del 15 de octubre de 2019; (2) copia 

de la Minuta de la Conferencia con Antelación al Juicio del Caso Núm. 

CA2019CV04002, celebrada el 13 de noviembre de 2023; (3) copia de la Petición-
Demanda Enmendada, incoada por los apelantes en el Caso Núm. 
CA2019CV04002, con fecha del 31 de octubre de 2019; (4) copia de la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia, el 1 de febrero de 2021 en el Caso 

Núm. CA2019CV04002; (5) copia de la Solicitud de Remedios al Amparo de la 
Regla 49.2 de Procedimiento Civil, presentada por el Municipio en el Caso Núm. 

CA2019CV04002, con fecha del 22 de julio de 2021; (6) copia de la Resolución 

emitida y notificada por el foro primario el 7 de diciembre de 2021 en el Caso 

Núm. CA2019CV04002; (7) copia de la Moción de Reconsideración, presentada por 
el Municipio en el Caso Núm. CA2019CV04002, con fecha del 22 de diciembre de 

2021; (8) copia de la Orden emitida y notificada por el foro de instancia el 10 de 

enero de 2022 en el Caso Núm. CA2019CV04002. Véase, Apéndice 4 y 7 del 

recurso, págs. 17-20, 45-69. 
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Pontezuela, constituyendo esta última un bien de dominio público 

municipal. Añadió que, de igual forma, surgía de la descripción de 

la finca que hizo constar el foro de instancia en el Caso Núm. 

CA2019CV04002, que el inmueble en controversia también 

colindaba al norte con un camino de acceso, el cual era un bien de 

dominio público municipal. En ese contexto, reiteró que procedía 

notificarle de los trámites incoados al amparo de los Artículos 183 y 

185 de la Ley Núm. 210-2015, supra. Especificó que, conforme al 

inciso (2) del Artículo 185 del citado estatuto, correspondía que los 

apelantes notificaran personalmente o por correo certificado con 

copia de su escrito al alcalde del Municipio, así como al propio 

Municipio en carácter de colindante, para levantar cualesquiera 

defensas y/o derechos existentes a su favor en el Caso Núm. 

CA2019CV04002. Argumentó que, al no haberse notificado al 

alcalde ni al Municipio y, eventualmente, haber recaído un dictamen 

favorable para la parte apelante en dicho caso, le fue quebrantado 

el debido proceso de ley, al igual que sus derechos sustantivos. Por 

lo tanto, sostuvo que procedía que se dictara sentencia sumaria a 

su favor, dejando sin efecto la Sentencia emitida en el Caso Núm. 

CA2019CV04002 y declarando su nulidad. 

 En desacuerdo, el 21 de diciembre de 2023, los apelantes se 

opusieron y solicitaron una sentencia sumaria a su favor.5 En 

esencia, arguyeron que, como el Caso Núm. CA2019CV04002 no era 

sobre expediente de dominio, ya que la finca en disputa estaba 

inscrita en el Registro de la Propiedad, no se requería la notificación 

al Municipio ni a las otras partes, según exigía nuestro 

ordenamiento jurídico cuando se trataba de ese tipo de pleitos. 

Particularizaron que, cuando el inmueble estaba inscrito en el 

Registro de la Propiedad, como en el caso de autos, el trámite 

 
5 Apéndice 8 del recurso, págs. 70-80. 
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correspondiente era de reanudación de tracto y no de expediente de 

dominio. Explicaron que, al ser un problema de tracto, los titulares 

intermedios debieron ser citados conforme a lo dispuesto en el 

Artículo 237 de la derogada Ley Hipotecaria y del Registro de la 

Propiedad, Ley Núm. 198 de 8 de agosto de 1979, según enmendada, 

30 LPRA sec. 2761 (derogada Ley Hipotecaria). Argumentaron que 

el foro apelado había resuelto en el Caso Núm. CA2019CV04002 que 

se trataba de una acción contradictoria por la vía ordinaria y 

dispuso del asunto conforme a un caso de reanudación de tracto al 

amparo del Artículo 246 de la derogada Ley Hipotecaria, 30 LPRA 

sec. 2771. Según adujeron, para que se pueda decretar la nulidad 

de la sentencia, debe probarse fraude y una crasa violación al debido 

procedimiento de ley, lo cual no había ocurrido. Por ello, sostuvieron 

que procedía declarar No Ha Lugar la Moción de Sentencia Sumaria 

presentada por el Municipio y dictarse sentencia sumaria a su favor, 

decretando la desestimación de la acción de epígrafe. 

 En respuesta, el 31 de enero de 2024, el Municipio presentó 

una Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria de la Parte 

Demandada.6 Reiteró que la Sentencia emitida en el Caso Núm. 

CA2019CV04002 era nula y no surtía ningún efecto, debido a la falta 

de notificación. Destacó que, para propósitos del petitorio sumario, 

no tenía efecto alguno el entrar a dirimir si el procedimiento instado 

en el Caso Núm. CA2019CV04002 fue bajo el Artículo 183 o bajo el 

Artículo 185 de la Ley Núm. 210-2015, supra, pues, como cuestión 

estrictamente de derecho, tal notificación procedía bajo ambos 

preceptos estatutarios. Insistió que, independientemente de que la 

parte apelante alegara que no tenía que notificarle por haberse 

tratado de un caso sobre reanudación de tracto, lo cierto era que, 

 
6 Apéndice 9 del recurso, págs. 81-87. 
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aún bajo dicha acción, procedía que el Municipio fuera notificado, 

conforme a Derecho. 

Evaluadas las posturas de las partes, el 11 de marzo de 2024, 

notificada al día siguiente, el Tribunal de Primera Instancia emitió 

la Sentencia que nos ocupa, mediante la cual declaró No Ha Lugar 

el petitorio sumario promovido por los apelantes y Ha Lugar la 

solicitud de sentencia sumaria presentada por el Municipio.7 En 

particular, el foro primario desglosó las siguientes determinaciones 

de hechos: 

1. El 15 de octubre de 2019, la parte demandada de 
epígrafe presentó una Petición sobre expediente de 

dominio contradictorio en el caso Reinaldo Vá[s]quez 
Ortega y otros v. Puerto Rico Homes Incorporado y 

otros, Civil Núm. CA2019CV04002. 
 

2. El 1 de noviembre de 2019, la parte aquí demandada 

presentó una Petición – Demanda Enmendada en el 
caso CA2019CV04002. 
 

3. En el caso CA2019CV04002, la parte demandada de 
epígrafe solicitó y alegó que se declarara para sí el 

dominio sobre un predio de terreno presuntamente 
adquirido el 4 de septiembre de 1986 mediante un 
contrato privado de compraventa. 

 
4. La propiedad inmueble objeto de controversia está 

localizad[a] en el Municipio de Carolina, Puerto Rico. 

 
5. La propiedad inmueble fue descrita en la demanda 

bajo el caso CA2019CV04002 de la siguiente 
manera: 

 

“---URBANA: Parcela de terreno radicado en la 
Avenida Pontezuela, en el barrio Sabana Abajo del 

término municipal de Carolina Puerto Rico con 
una cabida superficial de tres punto seiscientos 
noventa y nueve cuerdas (3.699), equivalente a 

catorce mil quinientos cuarenta y punto nueve 
nueve dos cinco metros cuadrados (14,541.9925 
mc) en lindes por el NORTE en una alineación que 

mide setenta y nueve punto nueve cinco cero 
cinco metros (79.9505 m) con camino de acceso; 

por el SUR en dos alineaciones que miden seis 
punto seis cinco cero dos metros (6.6502 m.) y 
setenta y un punto tres siete tres uno metros 

(71.3731 m) con terrenos de Puerto Rico Homes 
Incorporated; por el ESTE en siete alineaciones 

que miden treinta y ocho punto seis siete cero 
cero metros (38.6700 m.), veintidós punto tres 
cuatro tres cero metros (22.3430), cincuenta y 

 
7 Apéndice 10 del recurso, págs. 88-103. 
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cuatro punto ocho uno nueve cero (54.8190 m.) , 
seis punto nueve cuatro tres cinco metros ( 

6.9435 m.), once punto ocho uno seis cero 
(11.8160 m.) y veinticinco punto cuatro cuatro 

cero cero cero metros (25.4000 m) con Puerto 
Rico Homes Incorporated y por el OESTE en cinco 
alineaciones que miden setenta y siete punto seis 

ocho uno cinco metros (77.6815 m), cincuenta y 
tres punto cuatro seis cuatro seis (53.46460), diez 
punto nueve siete cero siete metros(10.97907 m) 

trece punto siete siete siete cuatro metros 
(13.7774 m) y cuarenta punto siete ocho siete 

cinco metros (40.7875 m) con Puerto Rico Homes 
Incorporated. 

 

6. El Municipio no fue notificado en el caso 
CA2019CV04002. 

 
7. El 1 de febrero de 2021, archivada en autos copia de 

su notificación al día siguiente, el Tribunal de 

Primera Instancia dictó una Sentencia declarando 
justificado el dominio de la finca a favor de la parte 
aquí demandada[,] y ordenó al Honorable 

Registrador de la Propiedad de Carolina, Sección 1, 
a inscribir la finca en pleno dominio a nombre de 

estos. 
 

8. El 22 de julio de 2021, el Municipio presentó una 

Solicitud de Remedios al Amparo de la Regla 49.2 de 
Procedimiento Civil bajo el caso CA2019CV04002[.] 
 

9. El 7 de diciembre de 2021, el Tribunal de Primera 
Instancia dictó una Resolución en el caso 

CA2019CV04002 declarando [N]o [H]a [L]ugar la 
Solicitud de Remedios al Amparo de la Regla 49.2 de 
Procedimiento Civil. Además, el foro primario 

expresó lo siguiente: “Cualquier planteamiento de 
nulidad de sentencia deberá llevarse a cabo en un 

pleito independiente y separado al caso de auto[s]”. 
 

10. El 22 de diciembre de 2021, el Municipio presentó 

una Moción de Reconsideración en el caso 
CA2019CV04002, la cual fue declarada [N]o [H]a 
[L]ugar mediante Orden emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia el 10 de enero de 2022. 
 

11. En el CRIM aparece la finca original y el Municipio 
de Carolina ha cobrado las contribuciones sobre la 
propiedad y específicamente sobre la finca de donde 

se segregó el solar objeto de la presente impugnación 
de sentencia. 

 
12. El Tribunal de Primera Instancia, al considerar la 

evidencia, determinó que se trataba de un 

expediente de dominio contradictorio y dictó 

sentencia conforme a dicha determinación.8 

 
8 Apéndice 10 del recurso, págs. 90-92. 
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El foro a quo concluyó que, según disponía el inciso 2 del 

Artículo 185 de la Ley Núm. 210-2015, supra, el Municipio debió 

haber sido citado en el Caso Núm. CA2019CV04002 y no lo fue. En 

vista de tal defecto de notificación, declaró Ha Lugar el petitorio 

sumario del Municipio. En su consecuencia, decretó la nulidad de 

la Sentencia dictada en el Caso Núm. CA2019CV04002. 

Inconforme, el 8 de abril de 2024, la parte apelante acudió 

ante esta Curia mediante el recurso de epígrafe y señaló el siguiente 

error: 

Erró el TPI en su determinación que se requería [una] 

notificación al Municipio de Carolina en [un] 
procedimiento seguido bajo el Artículo 236 de la Ley 
Hipotecaria[,] 30 LPRA [s]ec[.] 2761[,] aun cuando dicho 

estatuto no requiere dicha notificación. 
 

En cumplimiento con nuestra Resolución del 12 de abril de 

2024, la parte apelada compareció mediante Alegato en Oposición el 

16 de mayo del mismo año.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 

II 

A 

El mecanismo de sentencia sumaria provisto en la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 36, es un vehículo 

para asegurar la solución justa, rápida y económica de un caso. 

Serrano Picón v. Multinational Life Ins., 212 DPR 981 (2023); Oriental 

Bank v. Caballero García, 212 DPR 671 (2023); González Meléndez 

v. Mun. San Juan et al., 212 DPR 601 (2023); Acevedo y otros v. 

Depto. Hacienda y otros, 212 DPR 335 (2023); Universal Ins. y otro 

v. ELA y otros, 211 DPR 455 (2023). Dicho mecanismo permite a los 

tribunales disponer, parcial o totalmente, de litigios civiles en 

aquellas situaciones en las cuales no exista controversia material de 

hecho que requiera ventilarse en un juicio plenario y el derecho así 

lo permita. Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., 208 DPR 964 
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(2022). Este mecanismo lo puede utilizar la parte reclamante o 

aquella parte que se defiende de una reclamación. 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.1 y 36.2.  

Mediante el mecanismo de sentencia sumaria, se procura 

profundizar en las alegaciones para verificar si, en efecto, los hechos 

ameritan dilucidarse en un juicio. León Torres v. Rivera Lebrón, 204 

DPR 20, 42 (2020). Este cauce sumario resulta beneficioso tanto 

para el tribunal, como para las partes en un pleito, pues se agiliza 

el proceso judicial, mientras simultáneamente se provee a los 

litigantes un mecanismo procesal encaminado a alcanzar un 

remedio justo, rápido y económico. Segarra Rivera v. Int’l. Shipping 

et al., supra. Como se sabe, en aras de prevalecer en una 

reclamación, la parte promovente debe presentar prueba 

incontrovertible sobre todos los elementos indispensables de su 

causa de acción. Íd.  

Nuestro ordenamiento civil y su jurisprudencia interpretativa 

impone unos requisitos de forma con los cuales hay que cumplir al 

momento de presentar una solicitud de sentencia sumaria, a saber: 

(1) una exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los 

asuntos litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción sobre la 

cual se solicita la sentencia sumaria; (4) una relación concisa, 

organizada y en párrafos enumerados de todos los hechos esenciales 

y pertinentes sobre los cuales no hay controversia sustancial, con 

indicación de los párrafos o las páginas de las declaraciones juradas 

u otra prueba admisible en evidencia donde se establecen estos 

hechos, así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal; (5) las 

razones por las cuales se debe dictar la sentencia, argumentando el 

derecho aplicable, y (6) el remedio que debe ser concedido. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3; Oriental Bank v. Caballero García, supra; Pérez 

Vargas v. Office Depot, 203 DPR 687 (2019). Si la parte promovente 
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de la moción incumple con estos requisitos, “el tribunal no estará 

obligado a considerar su pedido”. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 111 (2015). 

Por otro lado, “la parte que desafía una solicitud de sentencia 

sumaria no puede descansar en las aseveraciones o negaciones 

consignadas en su alegación”. León Torres v. Rivera Lebrón, supra, 

pág. 43. Por el contrario, quien se opone a que se declare con lugar 

esta solicitud viene obligado a enfrentar la moción de su adversario 

de forma tan detallada y específica como lo ha hecho la parte 

promovente puesto que, si incumple, corre el riesgo de que se dicte 

sentencia sumaria en su contra, si la misma procede en derecho. Íd.  

Por ello, en la oposición a una solicitud de sentencia sumaria, 

la parte promovida debe puntualizar aquellos hechos propuestos 

que pretende controvertir y, si así lo desea, someter hechos 

materiales adicionales que alega no están en disputa y que impiden 

que se dicte sentencia sumaria en su contra. León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra. Claro está, para cada uno de estos supuestos deberá 

hacer referencia a la prueba específica que sostiene su posición, 

según exigido por la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 36.3. Íd. En otras palabras, la parte opositora tiene el peso de 

presentar evidencia sustancial que apoye los hechos materiales que 

alega están en disputa. Íd. De lo anterior, se puede colegir que, ante 

el incumplimiento de las partes con las formalidades de la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, supra, la consideración de sus 

posiciones descansa en la sana discreción del Tribunal.  

Al atender la solicitud, el Tribunal deberá asumir como ciertos 

los hechos no controvertidos que se encuentren sustentados por los 

documentos presentados por la parte promovente. E.L.A. v. Cole, 

164 DPR 608, 626 (2005). Toda inferencia razonable que pueda 

surgir de los hechos y de los documentos se debe interpretar en 

contra de quien solicita la sentencia sumaria, pues solo procede si 
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bajo ningún supuesto de hechos prevalece la parte promovida. Íd., 

pág. 625. Además, al evaluar los méritos de una solicitud de 

sentencia sumaria, el juzgador o juzgadora debe actuar guiado por 

la prudencia y ser consciente, en todo momento, que su 

determinación puede conllevar el que se prive a una de las partes de 

su “día en corte”, componente integral del debido proceso de ley. 

León Torres v. Rivera Lebrón, supra, pág. 44. 

Sin embargo, la sentencia sumaria generalmente no 

procederá cuando existan controversias sobre hechos esenciales 

materiales, o si la controversia del caso está basada en elementos 

subjetivos como intención, propósitos mentales, negligencia o 

credibilidad. Cruz, López v. Casa Bella y otros, 2024 TSPR 47, 213 

DPR ___ (2024); Acevedo y otros v. Depto. Hacienda y otros, supra; 

Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., supra. Un hecho material es 

aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo 

con el derecho sustantivo aplicable. Banco Popular de Puerto Rico v. 

Zorrilla Posada y otro, 2024 TSPR 62, resuelto el 17 de junio de 2024; 

Oriental Bank v. Caballero García, supra, pág. 7; Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 299 (2012); Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). Ahora bien, el Foro de última 

instancia ha reiterado que cualquier duda no es suficiente para 

derrotar una moción de sentencia sumaria, pues debe tratarse de 

una incertidumbre que permita concluir que existe una controversia 

real sobre hechos relevantes y pertinentes. Íd. Además, existen 

casos que no se deben resolver mediante sentencia sumaria porque 

resulta difícil reunir la verdad de los hechos mediante declaraciones 

juradas o deposiciones. Jusino et als. v. Walgreens, 155 DPR 560, 

579 (2001). De igual modo, no es apropiado resolver por la vía 

sumaria “casos complejos o casos que involucren cuestiones de 

interés público”. Íd. No obstante, la sentencia sumaria procederá si 
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atiende cuestiones de derecho. Universal Ins. y otro v. ELA y otros, 

supra. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha discutido los criterios 

que este Tribunal de Apelaciones debe considerar al momento de 

revisar una sentencia dictada sumariamente por el foro de instancia. 

Roldán Flores v. M. Cuebas et al., 199 DPR 664, 679-680 (2018); 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, págs. 118-119. Sobre 

ese particular, nuestro más Alto Foro señaló que:  

[E]l Tribunal de Apelaciones debe: (1) examinar de novo 
el expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 de 
Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen 

al foro primario; (2) revisar que tanto la Moción de 
Sentencia Sumaria como su oposición cumplan con los 

requisitos de forma codificados en la referida Regla 36; 
(3) revisar si en realidad existen hechos materiales en 
controversia y, de haberlos, cumplir con la exigencia de 

la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de 
exponer concretamente cuáles hechos materiales 
encontró que están en controversia y cuáles están 

incontrovertidos, y (4) de encontrar que los hechos 
materiales realmente están incontrovertidos, debe 

proceder a revisar de novo si el Tribunal de Primera 
Instancia aplicó correctamente el Derecho a la 
controversia. Roldán Flores v. M. Cuebas et al., supra, 

pág. 679.  

Conforme a lo anterior, nos encontramos en la misma posición 

que el Tribunal de Primera Instancia para evaluar la procedencia de 

una sentencia sumaria. Banco Popular de Puerto Rico v. Zorrilla 

Posada y otro, supra; Birriel Colón v. Econo y otro, 2023 TSPR 120, 

213 DPR ___ (2023); Serrano Picón v. Multinational Life Ins., supra; 

González Meléndez v. Mun. San Juan et al., supra; González Santiago 

v. Baxter Healthcare, 202 DPR 281, 291 (2019). Por ello, nuestra 

revisión es una de novo y nuestro análisis debe regirse por las 

disposiciones de la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, así como 

de su jurisprudencia interpretativa. González Meléndez v. Mun. San 

Juan et al., supra. A tenor con la referida normativa, dicha revisión 

se realizará de la manera más favorable hacia la parte que se opuso 

a la solicitud de sentencia sumaria en el foro de origen y realizando 

todas las inferencias permisibles a su favor. Birriel Colón v. Econo y 
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otro, supra; Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118. 

De esta manera, si entendemos que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, debemos revisar de novo si el foro primario 

aplicó correctamente el derecho. González Meléndez v. Mun. San 

Juan et al., supra. 

B 

 Sabido es que, el Artículo 183 de la Ley del Registro de la 

Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Ley 

Núm. 210-2015, según enmendada, 30 LPRA sec. 6282 (Ley Núm. 

210-2015), establece que, cuando una persona dueña de una finca 

inscrita, o aquella que tenga un derecho real sobre esta, o en casos 

de reanudación de tracto cuya titularidad no surja del registro, la 

persona promovente deberá instar una acción contra la persona 

titular que aparece en el Registro de la Propiedad. Esto, con el 

propósito de obtener una sentencia a su favor y así inscribir en el 

Registro de la Propiedad su titularidad sobre el inmueble. Íd. En 

caso de reanudación de tracto, también se harán constar los 

titulares intermedios y estos se citarán como lo dispone el inciso 2 

del Artículo 185 de esta Ley. 

Cónsono con lo anterior, el Artículo 185(2) de la Ley Núm. 

210-2015, 30 LPRA sec. 6291(2), dispone que, toda persona 

propietaria que carezca de un título inscribible de dominio, podrá 

inscribirlo si cumple con varios requisitos. Entre ellos, la persona 

promovente notificará personalmente o por correo certificado con 

copia de su escrito a: (1) El alcalde del Municipio en que radiquen 

los bienes; (2) El Secretario de Transportación y Obras Públicas;     

(3) El Fiscal de Distrito; y (4) Las personas que están en la posesión 

de las fincas colindantes. Íd. Igualmente, para inscribir la titularidad 

de la persona promovente, el tribunal de origen ordenará la citación 

personal del inmediato dueño anterior o sus herederos y/o de 

aquellos con un derecho real sobre la finca. Íd. A su vez, se citará 
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mediante edicto a “[l]as personas ignoradas o desconocidas a 

quienes pueda perjudicar la inscripción solicitada” y a “los que están 

ausentes[,] pero de no estarlo debían ser citados en persona y cuyo 

paradero se desconoce […]”. Íd. Una vez transcurrido el término de 

veinte (20) días después de la publicación del edicto, a petición de la 

persona promovente, el tribunal de instancia celebrará una vista 

para atender las reclamaciones y pruebas que se presenten ante sí. 

Art. 187 de la Ley Núm. 210-2015, 30 LPRA sec. 6293. De no haber 

oposición, la persona promovente presentará la prueba que acredite 

el cumplimiento con los requisitos enumerados en el precitado 

Artículo 185. Íd. Satisfecho lo anterior, el foro primario, en vista de 

lo alegado por la persona promovente y las demás personas 

interesadas, y evaluadas las pruebas presentadas, declarará sin 

más trámites si está justificado el dominio sobre los bienes objetos 

del procedimiento. Íd.  

C 

Toda sentencia dictada por un tribunal tiene a su favor una 

presunción de validez y corrección. López García v. López García, 

200 DPR 50, 59 (2018). No obstante, los tribunales pueden relevar 

a una parte de los efectos de una sentencia, orden o procedimiento 

por las razones definidas en la Regla 49.2 de Procedimiento Civil de 

2009, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2. Solo en ciertos escenarios muy 

particulares nuestro ordenamiento procesal civil permite a una 

parte solicitar el relevo de los efectos de una sentencia previamente 

dictada en su contra. López García v. López García, supra. Las 

razones que provee la referida Regla son las siguientes: (1) error, 

inadvertencia, sorpresa o negligencia excusable; (2) descubrimiento 

de evidencia esencial que, a pesar de una debida diligencia, no pudo 

haber sido descubierta a tiempo para solicitar un nuevo juicio; (3) la 

existencia de fraude extrínseco o intrínseco, falsa representación u 

otra conducta impropia de la parte adversa; (4) nulidad de sentencia; 
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(5) la sentencia fue satisfecha o renunciada; (6) la sentencia anterior 

en la cual se fundaba fue revocada; (7) no sería equitativo que la 

sentencia continúe en vigor; y (8) cualquier otra razón que justifique 

la concesión de un remedio contra los efectos de una sentencia.      

32 LPRA Ap. V, R. 49.2. 

La persona que se ampara en la Regla 49.2 de Procedimiento 

Civil, supra, debe aducir al menos una de las razones antes 

enumeradas. García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 

540 (2010). El precepto debe interpretarse liberalmente y cualquier 

duda debe resolverse a favor de la persona que solicita que se deje 

sin efecto una sentencia o anotación de rebeldía, a fin de que el 

proceso continúe y el caso pueda resolverse en sus méritos. Íd., pág. 

541. No obstante, nuestro Tribunal Supremo ha señalado que, como 

regla general, la determinación de relevar a una parte de los efectos 

de una sentencia está supeditada a la discreción del foro 

sentenciador. López García v. López García, supra, pág. 61. Ello 

encuentra su excepción en los casos de nulidad o cuando la 

sentencia ha sido satisfecha. Íd.; García Colón et al. v. Sucn. 

González, supra; Rivera v. Algarín, 159 DPR 482, 490 (2003); 

Garriga Gordils v. Maldonado Colón, 109 DPR 817, 823-824 (1980). 

Es decir, resulta mandatorio decretar nula la sentencia y declarar 

su inexistencia jurídica. García Colón et al. v. Sucn. González, supra. 

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al recurso 

antes nos. 

III 

Como único señalamiento de error, la parte apelante sostiene 

que el Tribunal de Primera Instancia incidió al determinar que se 

requería una notificación de la acción al Municipio en un 

procedimiento incoado al amparo del Artículo 236 de la derogada 

Ley Hipotecaria, supra, aun cuando dicho estatuto no requiere tal 

notificación. Fundamenta lo anterior en que el Caso Núm. 
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CA2019CV04002 no se trataba de un expediente de dominio que 

requiere la notificación de la acción al Municipio, sino que aquel era 

un pleito sobe reanudación de tracto y no había que notificarle a 

dicha parte. 

Hemos examinado cuidadosamente de novo el trámite 

procesal, el expediente ante nos, los escritos de las partes, así como 

la normativa aplicable y concluimos que el Tribunal de Primera 

Instancia no erró en su determinación. Nos explicamos. 

Luego de evaluar la totalidad del expediente ante nos, 

colegimos que no existen controversias sobre hechos medulares que 

impidan la solución de la presente causa por la vía sumaria. En su 

consecuencia, nos corresponde determinar si el derecho se aplicó 

correctamente.  

Según esbozáramos, el Artículo 183 de la Ley Núm. 210-2015, 

supra, establece que, cuando la persona dueña de una finca inscrita 

o de un derecho real sobre esta no aparezca como titular registral, 

deberá instar acción ordinaria contra los que aparecen en el Registro 

de la Propiedad como titulares. No obstante, aclara que, en caso de 

reanudación de tracto cuya titularidad no surja del registro, también 

se harán constar los titulares intermedios y se citarán como lo 

dispone el inciso 2 del Artículo 185 del precitado estatuto. Por su 

parte, dicho inciso expresamente dispone que, para inscribir la 

titularidad de la persona promovente, esta notificará personalmente 

o por correo certificado con copia de su petición al alcalde del 

Municipio en que radiquen los bienes, al Secretario de 

Transportación y Obras Públicas, al Fiscal de Distrito y a las 

personas que están en posesión de las fincas colindantes. 

 Es un hecho incontrovertido que la propiedad objeto del pleito 

instado en el Caso Núm. CA2019CV04002 está ubicada en el 

Municipio de Carolina. Colegimos que, independientemente de si 

dicho caso era sobre expediente de dominio o reanudación de tracto, 
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los citados artículos de la Ley Núm. 210-2015, supra, 

indudablemente exigen que el Municipio sea notificado de la acción 

en cuestión. En el caso de autos, ello no sucedió. Por consiguiente, 

en vista de la falta de notificación del Municipio de todos los trámites 

procesales en el Caso Núm. CA2019CV04002, procedía que la 

determinación final allí dictada se declarara nula. 

Ante el escenario anterior, coincidimos con lo determinado por 

el foro primario, pues resulta forzoso concluir que la parte apelante 

falló en establecer que no era necesaria la notificación del Caso 

Núm. CA2019CV04002 al Municipio. Tampoco logró controvertir lo 

expuesto por este último al punto que impidiera la resolución 

sumaria del presente caso. En conclusión, el error señalado no se 

cometió. 

En virtud de lo anterior, colegimos que el Tribunal de Primera 

Instancia no erró al emitir la Sentencia declarando la nulidad de la 

determinación emitida en el Caso Núm. CA2019CV04002 incoado 

por la parte apelante. En fin, al evaluar concienzuda y 

ponderadamente de novo los eventos procesales al palio de la 

normativa jurídica antes esbozada, coincidimos con la 

determinación del foro apelado. 

IV 

Por las razones que anteceden, confirmamos el dictamen 

apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


